R.B.                               88.149: “JORGE HECTOR ABEL Y OTRO/A C/ PARRAMON 

                                            CARLOS ALBERTO S/ REIVINDICACION”

Dolores,   21   de mayo de 2009

       AUTOS Y VISTOS:

       I.A. Principio  por  señalar que los arts. 345 y 346 del CPCC bajo el acápite de excepciones previas (Cap. III, título  II del Libro II  del CPCC) establece                            

como admisibles (rectius: deducibles) una serie de defensas (éstas consideradas en sentido genérico), mas en realidad se regula allí defensas (estrictamente rotuladas), excepciones e impedimentos procesales.

Las primeras se caracterizan y categorizan porque el medio defensivo de que se trata no ataca a la acción ni al proceso, sino el derecho del actor, entendiéndoselas como el derecho de una persona para impedir que el derecho de otra sea reconocido judicialmente. Las segundas, en cambio, el juez se detiene en el examen de las condiciones y requisistos de la acción deducida. El tercer grupo de medios defensivos no gravita ni sobre el derecho ni sobre la acción, sino los presupuestos necesarios para la constitución  válida  del  proceso  (Carlo   Carli,  La 

                                                 //////

////// Demanda Civil, Ed. Lex, 1973, pp. 168-169).

Así dentro de las defensas se encuadran la cosa juzgada, la transacción, y el desistimiento del derecho (art. 345 incs. 6 y 7 del CPCC). Las excepciones la constituyen pues la prescripción, la falta de legitimación manifiesta, el beneficio de inventario, el beneficio de excusión,  las condenaciones del posesorio 

y los días de luto y llanto (arts. 344, 345 incs. 3 y 8); mientras que la incompetencia, la falta de personería, la litispendencia, el defecto legal y el arraigo (arts. 345 incs. 1, 2, 4 5 y 346) se configuran como litis ingressus impidientes.

B. En la especie, el demandado de autos a fs. 110/112 vta. se presenta y opone excepción de falta de legitimación pasiva por no ser el poseedor del inmueble que se pretende revindicar, denunciando su calidad de tenedor (fs. 111 vta.), con cita del art. 2782 del Código Civil y declarando asimismo el nombre y residencia de las personas a cuyo nombre posee el inmueble. Así, en los términos del dispositivo citado y del art. 94 del CPCC requiere que la pretensión incoada sea enderezada contra los poseedores por él denunciados 

                                                 //////

////// (fs. 112).

Ahora bien, conforme a lo expuesto, lo articulado sustancialmente por el  accionado, más allá del nomen iuris que utiliza, no es sino una citación coactiva a tercero (art. 94 del CPCC) de las enunciadas como nominatio autoris y que en rigor persigue una sustitución  procesal  por extromisión (Enrique Falcón, 

Tratado de Derecho Procesal Civil y Comercial, T. I., Ed. Rubinzal Culzoni, 2006, p. 451; Lino Enrique Palacio, Manual de Derecho Procesal Civil, T. I., Ed.  Abeledo Perrot, 1968, p. 304), por lo que, no debe ser calificada y meritada como una defensa en sentido técnico procesal que se viabilice por el art. 345 del rito.

Desde el vértice procesal antes individualizado, el medio defensivo ensayado deviene extemporáneo (ver fs. 114, circunstancia que viene firme ante esta Alzada dado que el embate de la resolución de fs. 118 materializada a fs. 122/124 soslayó tal situación temporal, antes bien trató de eludirla) dado que el plazo que detenta el demandado para citar a los terceros  claramente  es el de oposición de excepciones 

                                          //////

////// atento el trámite irrogado al presente litigio (fs. 107; arts. 94 y 344 del CPCC). Es más, es el propio accionado quien en su inicial presentación solicitó, con fundamento en el primer artículo en cuestión, la intervención de los terceros allí individualizados (f. 112).

C. No  obstante  ello,  el  juez  de grado puede 

mandar a integrar oficiosamente la litis (doct. Art. 89 del CPCC); el actor desistir del proceso con el actual demandado (art. 304 del CPCC), o continuar el juicio contra el mismo a pesar de la denuncia formulada por éste, por derivación necesaria del principio dispositivo atenuado que rige en nuestro sistema procesal vigente, y eventualmente cargará con las costas causídicas en caso de ser vencido (art. 68 del CPCC); o los propios terceros requerir su intervención en los presentes obrados a tenor de lo dispuesto en el art. 90 del CPCC.

Es dable remarcar entonces que, la denuncia de los terceros no desvincula al demandado del proceso pues ello depende de la actitud procesal que adopte el actor, como correctamente  lo  señala  la  juez a quo a 

                                          //////

////// fs.130 vta.. Efectivamente, “el actor podría oponerse a la desvinculación del proceso del que se dice tenedor, si de las circunstancias del caso resulta que se trata de una maniobra urdida para desviar su responsabilidad” (Bueres. Highton, Código Civil, T. 5 B, Ed. Hammurabi, 2° ed, 2004, p. 587).

D. Cabe  igualmente  aclarar  que  si  bien  el 

precepto de derecho sustancial establece, haciendo en ese orden una interpretación exégetica del mismo, “...desde que así lo haga, la acción debe dirigirse...” ,no cabe preterir que la oportunidad para ello está reglada por el ordenamiento adjetivo, pues de lo contrario, si se admitiera ello en cualquier etapa procesal se produciría una situación de desorden  incompatible con la garantía del debido proceso legal.

En efecto, la doctrina mayoritaria en la que se enrolan Bueres – Highton -y colaboradores- entiende – con cita de las opiniones en ese sentido de Lafaille y de Salvat y Argañarás vertidas en sus respectivos Tratados de Derecho Reales- que la declaración debe tener lugar al trabarse la litis o en una presentación anterior  pues  de  no  ser así, se estarían fomentando 

                                          //////

////// maniobras dilatorias (aut. Cit., Código Civil, T. 5 B, Ed. Hammurabi, 2° ed, 2004, p. 584). Más aún, sostienen que en la actualidad ese problema está superado ya que la doctrina procesalista considera a la laudatio auctoris como uno de los casos de intervención obligada previsto en el art. 94 del CPCCN. “Por lo tanto, el demandado  por  reivindicación   deberá   solicitar la citación de aquél a cuyo respecto considera que la controversia es común (el poseedor en este caso), dentro del plazo para oponer excepciones o para contestar la demanda”. “Se trata de una advertencia al actor para que encamine bien su demanda.”. (auts., opus y p. cit.).

Finalmente, es dable referir que el temperamento aquí adoptado no puede ser considerado como una sacralización de las formas, en tanto la doctrina del exceso ritual manifiesto no puede ser entendida como doctrina abierta, que permita sustituir a los principios de orden procesal, que tienen también su razón de ser al fijar pautas de orden y seguridad recíprocas (SCBA, Ac.  80.756, sent. del 30-3-2005; Ac. 

                                          //////

////// 91.708 sent. del 11-10-2006; entre muchas otras).

       II. Por lo antes expuesto y citas legales realizadas, este Tribunal Resuelve: Hacer lugar al recurso en tratamiento y declarar extemporánea la citación articulada por el accionado a fs. 110/112 vta., con costas al mismo (arts. 94, 95, 344, 68 y 274 del CPCC). 

       Regístrese y devuélvase.      

                MARIA R. DABADIE 

SILVANA REGINA CANALE      FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS 

                  GASTON DOZO

               Abogado-Secretario
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